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8331y en las alegaciones al respecto dentro ya del proceso.
el Diputado explica el factor desencadenante de tal deci­
sión. el motivo en un sentido estrictamente jurfdico. con
tanta nitidez como sinceridad. Efectivamente. habiendo
sido condenado cuatromeses antes de que tomara pose­
sión del escaño por Sentencia del Tribunal Superior de
Justicia. llegó a sus oldos oficiosamente que estaba a
punto de ejecutarse la pena accesoria de suspensión
en el cargo. «En aquel momento -dice- apurado por
tal aviso. ante la inminencia de la sesión de investidura
sin noticias (ese día 19) del amparo y por las conse­
cuencias que la falta de un Diputado pudiere tener para
SU Grupo. el mismo día 19 de junio renunció al escaño.
por escrito a la Mesa de la Asamblea». La categoría
más próxima. dentro de la panoplia de los vicios de la
voluntad de los actos jurídicos. es la que viene llamán­
dose error en su modalidad no obstativa. que se da cuan­
do la voluntad interna se construye sobre una informa­
ción o una creencia inexactas de los datos o de la rea­
lidad. en su doble aspecto del conocimiento equivocado
(error strictu sensu) o de falta de conocimiento suficiente
(ignorancia). .

Pues bien. la narración de lo sucedido pone de mani­
fiesto por sí misma que las circunstancias externas que
mediatizaron su voluntad. sumiéndole en «un entramado
de perplejidades.. carecen de la consistencia suficiente
para el efecto pretendido. Esa desorientación acerca de
la conducta a seguir en la encrucijada descrita fue obra
de la precipitación y pudo ser evitada empleando los
medios adecuados. entre ellos la comprobación de la
noticia. el asesoramiento jurídico y la consulta al propio
Grupo parlamentario sobre la decisión. El error no es
por tanto esencial ni excusable y por ello carece de rele­
vancia para enerva. la declaración de voluntad del par­
lamentario renunciante. cuya formación se hizo libre de
toda coacción externa. Una decisión equivocada. si lo
fué aquélla (cuestión extramuros de esta Sentencia). no
conlleva necesariamente su calificación como «error..
con el valor que le da el Código Civil (art. 1.266) para
invalidar el consentimiento. elemento propio de los nego­
cios jurídicos bilaterales y no de los unilaterales. como
el aquí contemplado. aun cuando el criterio rector sea
extrapolable a esta situación. En resumen. siendo irre­
vocable la renuncia desde su presentación y no ado­
leciendo de vicio alguno. resulta plenamente correcto
desde la perspectiva constitucional el Acuerdo de la
Mesa de la Asamblea Regionatde Cantabria. que respeta
en esta faceta el status del cargo público representativo
y. por tanto. el derecho fundamental invocado como
soporte del amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA

Ha decidido

Desestimar el amparo solicitado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado...

Dada en Madrid. a catorce de marzo de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Miguel Rodrfguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

Sala Primera. Sentencia 82/1994. de 14
de marzo de 1994. Recurso de amparo
2.401/1991. Contra Sentencia de la Sala de
lo Contenciciso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía, declarando
ajustada a Derecho Resolución del Recforado
de la Universidad de Córdoba que denegó el
reingreso del recurrente al servicio activo
como Profesor numerario en las condiciones
exigidas por el mismo. Supuesta vulneración
del derecho a acceder y permanecer en los
cargos públicos.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados. ha pronunciado.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.401/91. interpuesto
por la Procuradqrade los Tribunales doña Mercedes Revi­
110 Sánchezy bajo la dirección letrada de don Juan José
Brenes Barrena. en nombre y representación de don Te6­
filo González Vila. solicitando la declaración de nulidad
de la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Adminis­
trativo del Tribunal Superior de Justicia ~e Andalucfa.
de 28 de junio de 1991, en la que se declaraba ajustada
a Derecho la Resolución Rectoral de la Universidad de
Córdoba. de 29 de junio de 1991. Han comparecido
el Abogado del Estado. y el Procurador don José Gra­
nados Weil en nombre y represElntación de la citada
Universidad, asistida del Letrado don Miguel Pardo Gar­
cía-Valdecasas y el Ministerio Fiscal y. ha sido Magistrado
Ponente don Vicente Gimeno Sendra. quien expresa el
parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado ante este Tribunal el
día 27 de noviembre de 1991. se interpuso recurso de
amparo constitucional contra la mencionada Sentencia
dElI Tribunal Superior de Justiéia de Andalucía y las Reso­
luciones administrativas que en ella se confirman. por
considerarse. contrarias a las exigencias del principio de
igualdad derivadas los arts. 14 y 23.2 de la Constitución.

2. El recurso de amparo se contrae. en síntesis. a
los siguientes hechos:

a) El demandante, funcionario de carrera del Cuerpo
de Catedráticos de Escuelas Universitarias. pasó en su
día y por incompatibilidad legal. a la situación adminis­
trativa de excEldencia voluntaria. solicitando. el 4 de
mayo de 1990. del Rectorado de la Universidad de Cór­
doba. su reingreso al servicio activo como Profesor nume­
rario de aquella Universidad.

b) En su escrito de solicitud de reingreso interesaba
el ahora demandante de amparo que éste se realizase
en aplicación del Real Decreto 730/1986. de 11 de
abril. por el que se aprueba el Reglamento de situaciones
administrativas de los funcionarios de la Administración
del Estado. y no a través de la normativa especffica con­
tenida para los funcionarios docentes de la Universidad
en el Real Decreto 898/1985. de 30 de abril. por con­
siderar que las disposiciones reglamentarias allí estable-
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cidas y, más concretamente su arto 5.4, era nulo de pleno
Derecho por ser contrario al principio de igualdad cons­
titucionalmente consagrado en los arts. 14 y 23.2 de
la C.E.

c) Por Resolución Rectoral de 1 de junio de 1990,
se acordó denegar el reingreso en los términos inte­
resados, por considerar perfectamente constitucional el
mencionado arto 5.4 del Real Decreto 898/1985, de
30 de abril. Contra dicha Resolución interpuso el soli­
citante de amparo recurso de reposición que fue igual­
mente desestimado por Resolución Rectoral del 29 de
junio del mismo año.

d) Agotada la vía administrativa previa, interpuso
recurso contencioso-administrativo contra la Resolución
Rectoral que ponía fin a la misma ante la Sala com­
petente del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
solicitando mediante otrosí la declaración de nulidad del
mencionado arto 5.4 del Real Decreto 898/1985, de
30 de abril. por contrario a los arts. 14 y 23.2 de la
Constitución. La Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía dictó su
Sentencia el día 28 de junio de 1991, desestimando
el recurso contencíoso-administrativo interpuesto por
entender que no existía vulneración alguna del princípio
constitucional de igualdad, puesto que la diferencia de
régimen jurídico no se producía en el sistema de rein­
greso que es «idéntico para todos los funcionarios públi­
cos», sino en el mecanismo ordinario de provisión de
plazas.

3. Mediante providencia de 10 de diciembre de
1991, la Sección Primera de este Tribunal Constitucional
concedió a la representación de la recurrente un plazo
de diez días para que presentase en forma el poder que
acreditaba su representación. Por providencia de 3 de
junio de 1992, la Sección Segunda, declaró tener por
recibido el poder y, admitiendo el asunto a trámite, acor­
dó. a tenor de lo dispuesto en el arto 51 de la LOTC,
requerir de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía testimonio
del recurso contencioso-administrativo núm. 3.332/90.
interesando al propio tiempo qu.e se emplazase a quienes
fueran parte en el mencionAdo procedimiento, cO'n
excepción del recurrente ya personado, para que en el
plazo de díez días pudieran comparecer, si así lo esti­
masen oportuno, en el presente proceso constitucional.

4. Por providencia de 14 de septiembre de 1992,
la Sección Segunda de este Tribunal acordó tener por
personados y parte, al Abogado del Estado y al repre­
sentante legal de la Universidad de Córdoba y, según
lo determinado en el arto 52 LOTC, dar vista de las actua­
ciones a todos ellos y al Ministerio Fiscal por un plazo
común de veinte días, para que presentasen respecti­
vamente las alegaciones que pudieren convenir a su
derecho.

5. El Ministerio Fiscal presentó su escrito de ale­
gaciones el 23 de septiembre de 1992. En él. tras pre­
cisar que el presente recurso de amparo, aunque se dice
formulado a través del arto 44 LOTC, hay que entenderlo
directamente dirigido contra las Resoluciones Rectorales
que la Sentencia objeto de impugnación confirma y. por
tanto, estimarlo planteado por el cauce del arto 43 LOTC,
interesa la denegación del amparo solicitado. A tal efec­
to. argumenta el Ministerio Público que la diferencia invo­
cada por el recurrente consiste en que mientras el prin­
cipio general es que los funcionarios públicos se limitan
a concursar para su reingreso a la situación de servicio
activo en la convocatoria oportunamente anunciada. los
docentes universitarios han de someterse a un concurso

que enjuicia la Comisión que a tal fin se crea, concurso
que, según la Ley Orgánica de Reforma Universitaria
tanto puede ser de méritos entre docentes (art. 39.3)
-si así lo acuerda la Junta de Gobierno- como un con­
curso ordinario con pruebas selectivas (art. 36.1). Esta
diferencia de régimen jurídico, contemplada específica­
mente para los docentes universitarios en el Real Decreto
898/1985, no supone, sin embargo. quiebra alguna del
principio de igualdad, pues la jurisprudencia constitu­
cional ha admitido en reiteradas ocasiones (y cita expre­
samente nuestros AATC 476/1985, 568/1989 y la STC
77/1990) la posibilidad de que el legislador cree estruc­
turas funcíonariales diferentes, sin que en tal caso se
imponga la necesidad de un tratamiento igual. Además,
esta regulación singular de los funcionarios docentes
universitarios es un propósito perseguido expresamente
por el legislador como lo demostrarían los Preámbulos
de la L.R.U. y del Real Decreto 898/1985, siendo una
consecuencia lógica de la autonomía universitaria ex
arto 27.10 C.E. Por ello mismo, concluye el Ministerio
Fiscal, tampoco cabe considerar injustificado o despro­
porcional el diverso trato de reincorporación de los exce­
dentes voluntarios a la situación de servicio activo, pues,
el previsto de modo especial para los docentes univer­
sitarios es consecuencia necesaria de la autonomía de
las Universidades para reclutar al profesorado y Qel rigor
científico que debe presidir estos reclutamientos, que
es inherente a la docencia en general y a la universitaria
en especial.

6. El escrito de alegaciones del Abogado del Estado
se registró ante este Tribunal el día 7 de octubre de
1992. A su juicio la tesis sostenida por el recurrente
supone una comparación excesivamente simplista y
mecánica de los regímenes legales correspondientes (el
general de la función pública y el específico del pro­
fesorado universitario) que no puede efectuarse en tales
términos, pues existen diferencias estructurales-genera­
les entre ambos regímenes o sistemas que impiden la
comparación de elementos aislados de los mismos. Esa
diferencia que el Abogado del Estado quiere ver recogida
por este Tribunal en nuestras SSTC 26/1987 y
48/1992, derivaría de las peculiaridades específicas de
los docentes universitarios, consecuencia de mandatos
constitucionales expresos como el de la autonomía uni­
versitaria y la libertad de cátedra [arts. 27.10 y 20.1
c) de la C.E.] y que se expresa en el art. 2 de la Ley
Orgánica de Reforma Universitaria. Pero es que, además,
la diferencia de régimen jurídico entre ambos sistemas
no se produce sólo con ocasión del ingreso, sino antes,
en el momento del acceso; aspecto éste, que el recurren­
te, sin embargo, no cuestiona. De ello resulta que los
sistemas son estructuralmente distintos en todo lo refe­
rente al acceso-reingreso y por lo tanto no permiten com­
paraciones aisladas de aspectos parciales y específicos.
De otra parte. las peculiaridades del sistema universitario
poseen una justificación objetiva y razonable, concretada
directamente con finqlidades constitucionalmente legí­
timas como lo son, al margen de las ya citadas, las exi­
genli:ias propias del nivel de enseñanza universitaria lo
que conduce a exigir una aptitud específica para deter­
minada vacante, como lo demuestra el propio régimen
de traslado entre funcionarios docentes universitarios,
distinto también del establecido con carácter general
para los demás funcionarios. Tales razones obligan. a
criterio del Abogado del Estado, a que la presente queja
de amparo no pueda prosperar.

7. El representante de la Universidad de Córdoba
presentó su escrito de alegaciones el día 5 de octubre
de 1992, solicitando la desestimación del recurso. En
su opinión, el tratamiento diferenciado que para los fun-



36 Jueves 14 abril 1994 BOE núm. 89. Suplemento

cionarios docentes universitarios establece el Real Decre­
to 898/1985. tanto en lo concerniente al reingreso de
excedentes como en lo que atañe a los procesos de
traslados. no supone infracción alguna del orden cons­
titucional. puesto que confiere un régimen jurídico dife­
renciado a dos clases de funcionarios -los docentes uni­
versitarios y los demás- que son igualmente distintos
y diferenciables. Desde esta perspectiva. la única causa
que. a su juicio. podría ser motivo de amparo y que
no aparece ni mencionada en el recurso. la constituiría
el hecho de otorgarse por la referida normativa un trato
desigual o discriminatorio entre los Profesores univer­
sitarios en activo y aquellos otros que hubieren solicitado
su reingreso al servicio. a la hora de cubrir vacantes
lo que. sin embargo. no ocurre. de modo que unos y
otros están sometidos al mismo régimen jurídico de pro­
visión de plazas.

8. El día 20 de octubre de 1992. presentó el
recurrente su escrito de alegaciones. dando por repro­
ducidos los argumentos ya invocados en su escrito de
demanda.

9. Por providencia de 25 de enero de 1994. se seña­
ló para deliberación y votación de la presente Sentencia
el siguiente día 27 del mismo mes y año. fecha en qUe"
dio comienzo la misma que ha finalizado en el día de
hoy.

11. Fundamentos jurldicos

1. El objeto del presente recurso de amparo consiste
en determinar si se adecua a las exigencias derivadas
del principio de igualdad la Sentencia. de 28 de julio
de 1991. del Tribunal Superior de Justicia de Andalucfa.
en tanto que confirma las Resoluciones de la Universidad
de Córdoba por las que se aplicó al recurrente lo dis­
puesto en el arto 5.4 del Real Decreto 898/1985. de
30 de abril. sobre. reingreso a la situación de servicio
activo de los funcionarios docentes universitarios.

En su escrito de demanda. considera el actor que.
al exigirse a los Profesores de Universidad en situación
de excedencia. como única vla para el reingreso al ser­
vicio activo. la superació,n de los concursos a los que
reenvía el arto 5.4 del citado Real Decreto. se les está
requiriendo lo que no se exige a ningún otro funcionario.
a saber: la superación de nuevas pruebas selectivas idén­
ticas a las requeridas para acceder por primera vez a
la función pública. De este modo. y por razón del régimen
reglamentariamente establecido. se ha vaciado de todo
contenido el derecho de excedencia que para todos los
funcionarios públicos reconoce la Ley 30/1984. de 2
de agosto. de Medidas para la Reforma de la Función
Pública. Privación que carece de toda justificación cons­
titucional y que. al efectuarse a través de una norma
reglamentaria. produce una deslegalización contraria a
la reserva de ley impuesta por el arto 103.3 de la
Constitución.

Por su parte. tanto el Ministerio Fiscal. como el Abo­
gado del Estado y el representante de la Universidad
de Córdoba estiman sustancialmente que el mecanismo
de reingreso establecido en el Real Decreto 898/1985
es similar en todo al de los demás funcionarios públicos.
produciéndose la diferencia de régimen jurídico al regu­
larse el sistema de provisión de vacantes que. no obs­
tante. se lleva a cabo mediante norma con rango de
ley (arts. 39 a 43 de la Ley Orgánica 11/1983. de Refor­
ma Universitaria. de 25 de agosto). siendo ese trata­
miento legal diferenciado. razonable y proporcionado en
atención a las características de la función docente uni­
versitaria y al reconocimiento constitucional de la auto-

nomfa de cada Universidad (art. 27.10 C.E.) y de la liber­
tad de cátedra [arto 20.1 c)].

2. Planteado en tales términos el litigio que incumbe
resolver a esta Sala. no es ocioso recordar que desde
nuestra STC 7/1984 (fundamento jurídicO 2.°) este Tri­
bunal ha venido sosteniendo que la igualdad o desigual­
dad entre estructuras que son -prescindiendo de su
substrato sociológico real- creación del Derecho. tales
como. en general. las situaciones funcionariales. es resul­
tado de la definición que el legislador haga de aquéllas.
esto es. de su configuración jurldica. de modo que desde
la perspectiva del principio de igualdad no es licito equi­
parar situaciones que en origen no son equiparables por
las normas jurídicas que las producen y crean.

A partir de esta, premisa. resulta claro que la con­
figuración jurídica del estatuto funcionarial de los Pro­
fesores universitarios. cuyos elementos medulares sólo
al legislador corresponde regular ex arto 103.3. C.E.. pue­
de presentar ciertas peculiaridades propias que la dife­
rencien de la realizada con carácter general para los
demás funcionarios públicos. pues. con independencia
de las funciones específicas atribuidas a la institución
universitaria. ésta disfruta de un ámbito de autonomía
constitucionalmente garantizada por el arto 27.10 de la
Constitución que el legislador no puede. en absoluto.
desconocer. Autonomía universitaria que. conforme a
reiterada iurisprudencia de este Tribunal (SSTC
26/1987. 55/1989. 187/1991. entre otras muchas)
conlleva la libertad para la selección del personal docente
e investigador al servicio de cada Universidad y que sólo
podrá verse limitada cuando lo impongan exigencias
inexcusables del sistema funcionarial.

No es contrario. pues. al principio de igualdad que
el legisl,ador. respetando los citados limites constitucio­
nales. regule de modo singularizado el estatuto funcio­
narial de los docentes universitarios y. por tanto. los
modos de acceso. los sistemas de provisión de vacantes
o las distintas situaciones administrativas en que éstos
se puedan encontrar.

3. En lo que aquf interesa. ese régimen funcionarial
de los Profesores universitarios se halla fundamental­
mente contenido en la Ley Orgánica 11/1983. de 25
de agosto. de Reforma Universitaria (L.R.U.) y en la Ley
30/1984. de 2 de agosto. de Medidas para la Reforma
de la Función Pública. recientemente sometida a nueva
modificación por la Ley 22/1993. de 29 de diciembre.
De la lectura de los citados textos legales se deduce
que. ante el silencio de la L.R.U. sobre la cuestión. los
Profesores de Universidad gozan del derecho de exce­
dencia en la forma y modo en que. con carácter general.
éste es reconocido a todos los funcionarios públicos.
ya que la Ley 30/1984. que también les es de aplicación.
no los exceptúa expresamente.

Este derecho de excedencia legalmente concedido
a los funcionarios docentes de la Universidad se somete
en sus condiciones particulares de ejercicio a lo dispues­
to en el Real Decreto 898/1985. de 30 de abril. sobre
Régimen del Profesorado Universitario y. más concre­
tamente. a lo previsto, en su arto 5.4. precepto que dice
así: «El reingreso al servicio activo de los excedentes
voluntarios se producirá con la superación por los mis­
mos de los concursos que cualquier Universidad celebre
para la provisión de plazas de profesorado al Cuerpo
al que pertenezca el Profesor excedente o cualquier
otro." De esta previsión se exceptúan. según el párrafo
segundo del mismo artículo. quienes lleven menos de
cinco años en la situación indicada. a los cuales el Rector.
por una sola vez y en las condiciones que estatutaria­
me'nte se determinen. podrá adscribir provisionalmente
a plaza vacante. viniendo obligados los así reincorpo-
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radas «a participar en, cuantos, concursos se convoquen
para cubrir plazas de su área de conocimiento. perdiendo
la adscripción provisional caso de no hacerlo». Esos con­
cursos son. claro está. los regulados $I'l IDI! arts. 35 y
siguientes de la L.R.U. que cabe dividir en dos clases:
aquellos que tienen por objeto el acceso a uno de los
Cuerpos funcionariales que integran. de acuerdo con el
art. 33.1. L.R.y.• el profesorado universitario (arts. 35
a 38 L.R.U.) y aquéllos de méritos llntre Profesores del
Cuerpo a que corresponda la vacante. Debe señalarse.
en fin. que estos concursos serán de méritos y no de
acceso cuando, asl lo acuerde la Junta de ,Gobierno de
cada Universidad «en atención a las necesidades docen­
tes e investigadoras y previo informe del Departamento
y Centro, correspondiente» (art. 39.3 L.R.U.).

" -, - ".

4. De toclo ello se infiere que el régimen de reingreso
de los profesores universitarios excedentes se efa~úa

a través de un ~istema de concursos. método que no
es sustancialmente distinto al previsto para el, reingreso
Q.e los funcionariosdllla Administración del Estado que.
en'general, también han departiQipar en dicha clase
de concursos (arta. ~ y concordames del Reglamento
General de Prollisión $l. P.uelltos de Trabajo y Promoción
Profesional de los Funcionarios, Civiles del Estado. apro­
bado por el Real Decreto 28/1990. de 15 de mayo).

La úniCa diferencie jUrrdica relevante consiste en la
repercusión, que, la, aután'omla universitaria y los fines
a los que ésta sirve. del:le tener. en tanto que derecho
fundamental cO!'lltituciollal!Tlente g'atantizado', ex
art. 27.10 C.E. (por todas STC 26/1gS7). no sólo en
el ¡¡ceeso o en los cOncUl'soll de traslado de profesorado
entre universidades. sino también. como ahora es el
caso. cuando sa trate' del reingreso de un Profesor exee­
dente por haber. éste solicitado Su pase a la situación
de servicio activo. ,

En tales circunstal'lOias y habida cuenta de la exis­
tencie de la autonomla universitaria (SSTC 55/1989 y
187/1991. entre otras muchas) no pu1lde considerarse
constitucionalmente IIleitó que el legislador haya esta­
blecido un sistenla de obneursos en 1lI que elexeedente
teng¡¡ que acréditar Su capacitación actual para el ejer­
cicio de la fUnCión que elltá Uamado a, desempeñar. como,
consecuencia de su ,reincorporaci6n a un ámbito tan
trascendente cómo lo es el del Saber, cientlfico y su
ens~anza.

Atendiendo a, esta situación singularizada. propia de
la institución universitaria y, de Su profesorado.' el Real
Decreto 898/1985. dé'30 de abril. establece un sistema
especial dereingreso.~r entero"acorde con lo previsto
en la l.R.U. a 1a que remite d,," ,forma expresa. No puede
ll0stene,rae asl. como prlltende'el recurrente. que a través
del mismo se opere una desleQafización. pues el sistema
de concurso previsto es' el 8lCp1;esamente regulad!) en
la ley ni. mucho menos. ca~apreciar que el art. 5.4
de la, citada di~posici6nrtl9lamentaria introduzca ele­
mento discriminatorio de cllWl alguna. ya ,que lIe limita
a regl.llar el reingreso en condiciones de, absoll.lta igual­
da(l para todos aql.l8l1os docentell I.lniversitarioll que 11$
encuentren en igual sitl.l8ción administrativa de exee­
denci;¡. CQl)forme al r.égimen legalmenteéStablecido.

Debe concluirse. pues. que las RMollJciones dictadas
al amparo del menciOnado precepto reglamentario no
fueron discriminatorias para el recurrenta ni contrarias
al principio .de iguald¡¡d expresamente reconocido para
los carQos funcionariales en el. arto .23.2 de la Cons-
titución. '

FALLO

8332 Sala Primera. Sentencia 8311994. de 14
de marzo de 1994. Recurso de amparo
5411992. Contra Sentencia de la Sala de lo
Social del TrlbunalS/lpiI;ior de ,Justicia ~e

. Cataluna y Auto .de aclaración dictados' en
recurso de suplicación en autos sobre recla­
ínación de cantidad. Vulneraci6n del derecho
a la tlitela judi6ial efectiva: derecho a los
recursos. '

La Sala Primera del TriQunalConstituéioOaJ. compues­
ta por don MiQUlll Rodrlg\Íez-Piñ/iÍ'0Y Bravo-ferrer. Pre­
lIidente; don Fernilndo Gar'tíá-Món y ~nzález-Re~l,Iflral.
don' Carlos de la Vé{¡a BllÍlaylis; ,don Vicente, Glmeno
Sendra. don Rafael.dell/lendiz:ábal 'Allende y don Pedro
CruzVillalón. Magi$tradoll,hª pronunciado

EN NOMBRE DEL REY ,

la lIiguiente

SENTENCIA

En, 'el recwso" de amparo núm. 54/92. interpuesto
por «Galerras Preciados. S.A.». representada por el Pro­
curador de los Tribunales don Julio Antonlo Tinaquero
Herrero y 8llistida del Letrado don Bias Sandalia Rueda.
contra la Sentencia de la58la de \o Social del" Tribunal
Superior' de Justicia de ClitalDfla. de. 23 de mayo de
1991. YAuto dé aclaración de27 denoviembre de 1991.
dictadoll éI'I 1lI recurso de, supllceción nam. 106/90. en
autos sobre réClall'leCión de cantidad. Han comparecido
don Matras Benages Villamandos.'rllpresentado por la
ProcuradOra 'doña Ró'Sina'Mbntes,Agustr asistido del
Letrado d!)n 8l'aIJIio dé Francisco G6mez.V el Ministerio
Fiscal, Ha lIido Ponente el Presidente don MiguelRodrl­
guez..p¡ñero y 8l'av&Ferrer. quien', expresa el parecer de
la Sala,

1. Antecedentes

1. Por eSCrito presentadO en el Registro General de
este Tribunal con fecha 10 de enero de 1992. el Pro­
curador de los Tribunalllll doi't.Antonio Tmaquero Herre­
ro,' en nombre y reprasentacii5nde «<¡¡alerlas Precia­
dos. S.A.». interpuso reCI.lr8O",de amparo contra la Sen­
tencia del Tribunal Sl.lperiorde ".1ulltICfa da Cataluña. de
fecha 23 de mayo de 'J 99'1. que deélaraba inadmisible
un recurSo de suplicación 'en autos sobre reclamación
de 'cantidad. . .


